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Sr. D. […]


En […], a […] de marzo de 2020



Estimado colaborador/a,

Por medio del presente escrito le comunicamos nos vemos en la necesidad de iniciar los trámites para acometer un expediente de suspensión de contratos al amparo del art. 47 del Estatuto de los Trabajadores por fuerza mayor.

Decisión que trae causa en la aparición del coronavirus que ha requerido de la adopción por las Administraciones públicas de distintas medidas en el ámbito laboral con el objeto de garantizar la protección de la salud de los trabajadores. En ese sentido, tratándose de una cuestión de salud pública no sólo hay que atender y seguir todas las recomendaciones que estén dando las autoridades sanitarias sino que, además, en cumplimiento estricto de la ley de Prevención de Riesgos Laborales se impone que las empresas adopten las medidas concretas en orden a garantizar la salud de sus trabajadores. Así el art. 21 de la citada norma prevé que la exposición de los trabajadores ante un riesgo grave e inminente exige la interrupción de la actividad mientras persista el peligro.

Como es ahora sabido, el virus se propaga, fundamentalmente, a través de las gotas respiratorias que se producen cuando una persona tose, estornuda o habla y por el contacto directo con las secreciones infectadas que pueden transmitirse a través del contacto humano o por depositarse en superficies u objetos contaminados. 

Además, las medidas adoptadas por las autoridades públicas y, en particular, por el Real Decreto 463/2020 por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID- 19, configuran una situación de fuerza mayor impropia (o factum principis) entendiendo como tales las decisiones de los poderes públicos que afectando, de forma imprevisible e inevitable a una empresa, impiden la continuidad de la misma. 

Por lo que se refiere al sector de la hostelería, en esta norma se contemplan cuando menos dos  previsiones que pueden considerarse manifestaciones de fuerza mayor impropia:

En primer lugar, una muy específica: la suspensión de las actividades de bares y restaurantes de hoteles excepto en lo necesario para dar servicio a sus huéspedes. Como consecuencia de una decisión pública, se impide a los hoteles la prestación de estos servicios que quedarán estrictamente reducidos en función de lo que requieran los huéspedes del hotel. La reducción temporal del personal adscrito a estos servicios es consecuencia de la decisión del gobierno y constituye, por tanto, una fuerza mayor impropia a efectos de justificar las suspensiones y reducciones de jornada.

En segundo lugar, otra genérica pero sin duda más grave que igualmente configura un factum principis (STS 5 de julio de 2000, Rec. 3115/1999). Como consecuencia de las limitaciones a la movilidad de los ciudadanos (art. 7), del cierre de comercios, restaurantes y locales de ocio (art. 10) y de las restricciones en el transporte (art. 14) establecidas por el RD 463/2020, se va a producir una todavía más drástica reducción de la demanda de nuestros servicios y de nuestra actividad económica, una situación provocada por la situación de emergencia sanitaria pero, por lo que a nuestra actividad productiva se refiere, decidida por el gobierno en uno de sus prerrogativas constitucionales que la empresa obviamente no ha querido, ni podido evitar o prever. En consecuencia, de nuevo ante una situación de fuerza mayor impropia que viene a justificar la adopción de las medidas que solicitamos.  

Por todos estos motivos, como le decíamos en el encabezamiento de este escrito se ha adoptado la decisión de formular un expediente de suspensión de contratos por fuerza mayor, dando cumplida cuenta a la Autoridad Laboral para que en término establecido legalmente convalide la decisión expuesta.

Por otra parte, se le informa que la situación legal de desempleo surtirá efectos desde la fecha del hecho causante. 

Sin perjuicio de lo anterior, para el supuesto de que una vez instruido el procedimiento, la Autoridad laboral no constate la existencia de la fuerza mayor alegada, la Dirección de la Empresa iniciaría los trámites legales oportunos para adecuar su actividad a la situación actual. 

Atentamente, 


___________
Fdo. […]



